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ASUNTO: CERTIFICACIÓN Y DEVOLUCIÓN. 

LICENCIADO DAVID LORENZO GARCÍA MOTA 
MAGISTRADO DE LA PONENCIA SIETE DE LA - 
TERCERA SALA ORDINARIA DE ESTE H1 TRIBUNAL 
P RE 5 E NT E. 

Devuelvo a Usted, el expediente del juicio de nulidad número t/III-

70507/2019, en 192 fojas útiles, mismo que fue remitido para sustanciar el 

recurso de apelación señalado al rubro, y en razón de que con fecha VEINTISIETE 

DE OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, el pleno de la Sala Superior de este 

Tribunal emitió resolución en el mismo la cual fue notificada a la parte actora el 

día DIEZ DE DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTIUNO y a la autoridad 

demandada el día TRECE Y CATORCE DE DICIEMBRE DE DOS MIL 

VEINTIUNO, y toda vez que ha transcurrido en exceso el término para que las 

partes interpusieran medio de defensa alguno (Amparo o Recurso de Revisión), con 

fundamento en el artículo 119 de a Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de 

México, vigente al día siguiente de su publicación, el primero de septiembre de dos 

mil diecisiete en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, y el artículo 15 fracción 

XIV del Reglamento Interior vigente a partir del once de junio de dos mil 

diecinueve, se certifica que en contra de a resolución del VEINTISIETE DE 

OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, djctada en el recurso de apelación RA) 

34805/ 2020, no se observa a la fecha en los registros de la Secretaría General de 

Acuerdos que se haya interpuesto algún medio de defensa, lo anterior para los 

efectos legales a que haya lugar. 

ATENTAM ENTE 
SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS 

BIO/EOR 
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RÉCURSO DE APELACIÓN: 
AJ. 34805/2020. 

JUICIO DE NULIDAD: 
TJ/III-70507/201 9. 

PARTE ACTORA: 
 

AUTORIDADES DEMANDADAS: 
CONTRALOR INTERNO, DIRECTOR 
GENERAL DE RECURSOS 
HUMANOS, AMBOS DE LA 
PROCURADURÍA GENERAL DE 
JUST4CIA DE LA CIUDAD DE 
MÉXIICO Y EL DIRECTOR DE 
SITUJkCIÓN PATRIMONIAL DE LA 
DIRCCIÓN GENERAL DE 
ASUNTOS JURÍDICOS DE LA 
COITRALORÍA GENERAL DE LA 
CIUÓAD DE MÉXICO. 

APELANTE: 
CONTRALOR INTERNO DE LA 
FISCALÍA GENERAL DE JUSTICIA 
DÉLA CIUDAD DE MÉXICO, a través 
de su representante la JEFA DE 
UNIDAD DEPARTAMENTAL DE 
IWESTIGACIÓN. 

MAGISTRADA PONENTE: 
DOCTORA XÓCHITL ALMENDRA 
HERNÁNDEZ TORRES 

SECRETARIA DE ESTUDIO Y 
CUENTA: 
LICENCIADA ROSA BARZALOBRE 
PlCHARDO 

Acuerdo del Pleno Jurisdiccional de la Sala Superior del 

Tribunal de Justicia Adrrinistrativa de la Ciudad de México, 

correspondiente a la sesióñ del día VEINTISIETE DE OCTUBRE DE DOS 
MIL 

VISTO para resolver el RECURSO DE APELACIÓN RAJ. 

34805/2020, interpuesto ante esta Sala Superior, el treinta y uno de 

agosto de dos mil veinte, por el Contralor Interno de la Fiscalía 
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General de Justicia de la Ciudad de México, a través de su 

representante la Jefa de Unidad Departamental de 

Investigación, en contra de;Ia sentencia de catorce de febrero de 

dos mil veinte, pronunciad por la Tercera Sala Ordinaria de este 

Tribunal, en el juicio númerb TJ/lll-70507/2019. 

RE:SULTANDO 

PRIMERO. PRESÉNTACIÓN DE LA DEMANDA DE 

NULIDAD Y ACTO IMPÚGNADO. Por escrito presentado ante la 

Oficialía de Partes del Tribunal de Justicia Administrativa de la 

Ciudad de México, el dce de agosto de dos mil diecinueve, 

, por propio derecho demandó 

la nulidad de: 

'711.- Los actos administrativos que se impugnan: 

°reso lución de fecha DOCE DE JULIO DE DOS MIL DIECINUEVE, 
dictada por la Contralora Interna de la Procuraduría General de 
Justicia del Distrito Federal, en el expediente número 

 

Se precisa, que el actor impúgnó la resolución de doce de 

julio de dos mil diecinueve, a través del cual se le sancionó con una 

amonestación pública, en virtud de. que al tener a su cargo la 

indagatoria C 7, omitió ordenar a la 

Policía de Investigación la práctica déactos de investigación con la 

finalidad de verificar si en la tienda  existían 

cámaras de seguridad que pudieran hber captado el momento de 

los hechos, a efecto de solicitadas y realizar el análisis 

correspondiente, que pudiera apoda datos de prueba para el 

esclarecimiento del hecho delictivo, por lo que transgredió el 

artículo 47, fracción XXII, de la Ley Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, en relación con el 131, fracción VII, del 

Código Nacional de Procedimientos Penales. 
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SEGUNDO. ADMISIÓ DE DEMANDA. Por razón de turno 

tocó conocer de la demandaal Magistrado Instructor de la Ponencia 

Siete de la Tercera Sala Ordinaria de este Tribunal, quien mediante 

acuerdo de trece de agosto de dos mil diecinueve, admitió la 

demanda vía ordinariá, ordenó emplazar a las autoridades 

demandadas a efect de que produjeran su contestación, 

asimismo, se requirió al ¿ctor copia certificada del expediente 

administrativo C  ya que no la exhibió, 

apercibido que de n harlo se tendría por no ofrecida, de igual 

forma se requirio a la Contralorca Interna de la Procuraduria 

General de Justiciddeia Ciudad de México, para que con su 

contestación a la derrnda exhibiera el acta circunstanciada 

F , apercibida que de no exhibirla se 

tendrian por ciertos Io hechos que se pretendia probar con la 

misma. 

Asimismo, s rbhazo la solicitud del actor en relacron a 

requerir a la den4dada  copia certificada del expediente 

administrativo 6, al no haber exhibido la 

constancia de pago d;derechos correspondientes, ni solicitud para 

obtener copia de dicj documental, por lo menos cinco días antes 

a la interposición del jJicio de nulidad. 

Por último, se c6ircedió la suspensión solicitada por el actor 

para el efecto que no ejecutara ni inscribiera la sanción que se 

le impuso en la resoluión impugnada. 

TERCERO. COÑTESTACIÓN DE DEMANDA. Por auto de 

nueve de septiembr& de dos mil diecinueve, el Magistrado 

Instructor, tuvo por cohtestada en tiempo y forma la demanda por 

parte del Director de Situación Patrimonial de la Dirección 

General de Asuntos Jurídicos.de la Contraloría General de la 

Ciudad de México, a través de su representante el Director de 

Seguimiento a Resoluciones de la Dirección General de 
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Responsabilidades Administrativas de la Secretaria de Contraloría 

General de la Ciudad de México, en la que la se pronunció respecto 

del acto controvertido, ofreció pruebas y formuló causales de 

improcedencia. 

CUARTO. CONTESTACIÓN DE DEMANDA Y DESAHOGO 

DE REQUERIMIENTO. Por auto de doce de septiembre de dos mil 

diecinueve, el Magistrado Instructor, tuvo por contestada en tiempo 

y forma la demanda por parte del Contralor Interno de la 

Procuraduría General de Justicia de la Ciudad de México, a 

través de su representante el Jefe de Unidad Departamental de 

Investigación, así como de la Directora General de Recursos 

Humanos de la Procuraduria General de Justicia de la Ciudad 

de México, en la que la se pronunciaron respecto del acto 

controvertido, ofrecieron pruebas, formularon causales de 

improcedencia y defendieron la legalidad del acto impugnado, de 

igual forma se tuvo por desahogado el requerimiento que se le 

formulá el trece de agosto de dos mil diecinueve. 

QUINTO. VISTA PARA ALEGATOS Y CIERRE DE 

INSTRUCCIÓN. En acuerdo de ocho de octubre de dos mil 

diecinueve, el Magistrado Instructor, otorgó a las partes, plazo de 

cinco dias para formular alegatos pór escrito, terminó el cual una 

vez transcurrido, con o sin alegatos, quedaría cerrada la 

instrucción. Se precisa que las partes contendientes no ejercieron 

dicho derecho. 

SEXTO. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA. El catorce 

de febrero de dos mil veinte, se dictó sentencia al tenor de los 

puntos resolutivos siguientes: 

"PR!MERQ- Esta Tercera Sala Ordinaria es competente para 
conocer y resolver la presente asunto de conformidad con lo 
expuesto en el punto considerativo 1 de este fallo. 
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SEGUNDO.- Se sibreee e/presente juicio únicamente por/o que 
hace al C. D/RCTQÇ9 GENERAL DE RECURSOS HUMANOS 
DE LA PROCRADURIA GENERAL DE JUSTICIA DE LA 
CIUDAD DE MXIC 

TERCERO.- E parte actora acreditó los extremos de su acción, 
en tanto qu4la atitorídad demandada no logró acreditar sus 
excepciones-ji defedsas, en consecuencia, se declara la nulidad 
lisa y llana di/os actos impugnados. 

CUARTO.- Se hacé saber a las partes que solo en caso de duda, 
pueden acuifr ante. el Magistrado Ponente o en su caso ante la 
Secretaria te Acberdos respectiva, para que les explique el 
contenido Yos alqánces de la presente resolución. 

QUINTO.- e hacé saber a las partes, que en contra de/a presente 
sentencia, )irocede el recurso de apelación a que se refiere el 
articulo 116; de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de 
México. 

SEXTO.- NC TI FJQLJESE PERSONALMENTE A LAS PARTES." 

La Sala Ordinaria declaro la nulidad de la resolucion 

impugnada, bajo consideracion que la S2flCiOfl impuesta al actor 

es arbitraria y ddroporcional, ya que la autoridad omitió señalar 

debidamente lasq usas o motivos que tomo en consideracion para 

imponer la misma, pues solo se limito a señalar que la conducta 

Imputada es grve1  sin precisar de que forma influyo tal elemento 

en la individuafltación de la sanción impuesta y por qué consideró 

que dicha condtcta s grave 

En ese hntido Sala enjuiciante señaló que la autoridad 

debió ponder los elementos objetivos como los subjetivos del 

caso concretb, ya que la falta de razones suficientes impidió al 

servidor pi3blico sancionado conocer cabalmente los criterios 

fundamentales de la decision, lo que trascendia en una indebida 

motivació en el aspecto material de a resolución impugnada, de 

ahí que misma fuera ilegal. 

SÉPTIMO. INTERPOSICIÓN DEL RECURSO DE 

APELACION. Inconforme con la determinación de la Sala 

Ordiñaria, el Contralor Interno de la Fiscalía General de Justicia 

de la Ciudad de México, a través de su representante la Jefa de 
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Unidad Departamental de Investigación, interpuso recurso de 

apelación el treinta y uno de agosto de dos mil veinte, de 

conformidad con Jo previsto en el artículo 116, de Ja Ley de Justicia 

Administrativa de la Ciudad de México. 

OCTAVO. ADMISIÓN DEL RECURSO DE APELACJÓN. Por 

auto de presidencia de este Tribunal y de su Sala Superior, dictado 

el cinco de noviembre de dos mil veinte, se admitió el recurso de 

apelación RAJ. 34805/2020, se turnaron los autos al Magistrado 

Ponente JOSÉ RAÚL ARMIDA REYES; y con las copias exhibidas 

se ordenó correr traslado a la contraparte en términos del artículo 

118, tercer párrafo, de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad 

de México. 

NOVENO. RECEPCIÓN DE LOS EXPEDIENTES. EJ uno de 

marzo de dos mil veintiuno, la Magistrada Ponente recibió los autos 

del juicio y de los recursos de apelación de que se tratan. 

DÉCIMO. DESIGNACIÓN DE LA MAGISTRADA TITULAR 

DE LA PONENCIA CINCO DE LA SALA SUPERIOR. Con motivo 

de que en la sesión celebrada por el Pleno del Congreso de la 

Ciudad de México, el ocho de diciembre de dos mil veinte, se 

aprobó el "Dictamen con proyecto de decreto, relativo a la 

ratificación de la designación en favor de la C. Xóchitl Almendra 

Hernández Torres como Magistrada de la Sa/a Superior del 

Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México", 

presentado por la Comisión de Administración y Procuración de 

Justicia y de que en la publicación de veintinueve de diciembre de 

dos mil veinte en la Gaceta Oficial de la Ciudad de México, se dio 

a conocer el Decreto por el cual se ratffica la designación hecha 

por la Jefa de Gobierno de la Ciudad de México, en favor de la C. 

Xóchitl Almendre Hernández Torres como Magistrada de la Sala 

Superior del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de 
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Méxfco'Ç en términos de s dispuesto por el artículo 37, primer 

párrafo, de la Ley Orgánioa del T;ibunar de Justicia Administrativa 

de la Ciudad de Mexico, Con efectos a partir del ocho de diciembre 

de dos mil veinte, y envirtud del oficio TJACDMX/SGA 1-08 (1) 

10/2021, de siete de erero  de dos mil veintiuno, signado por la 

Licenciada Beatriz IsIas:DeIgado Secretaria General de Acuerdos 

"1" deI Tribunal de Justicia Admibistrativa de la Ciudad de México, 

mediante el cual, inforrtó la adscripción a la Ponencia Cinco de la 

Sala Superior de este tribunal, en el presente asunto corresponde 

conocer como ponentéa la Magistrada Doctora Xóchitl Almendra 

Hernández Torres, pari la formulación y resolución del proyecto. 

CO?NSIDERANDQ :  

PRIMERO. COMPtTENCIA. El Pleno Jurisdiccional de la 

LSaIa Superior del Tribunafte Justicia Administrativa es competente 

para resolver el recurso fe apelación, de conformidad con lo 

dispuesto en los articulo1, 9, 15, fracción VII y  16 de la Ley 

Organica del Tribunal deijsticia Administrativa de la Ciudad de 

Mexico, asi como 116 117 y  118 de la Ley de Justcra 

Administrativa de la Ciudd dMéxico. 

SEGUNDO OPORTUNIDAD LEGAL DE LA 

PRESENTACIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN. El recurso de 

apelación RAJ. 348Ø 512020, fue interpuesto dentro del plazo de 

diez días que prev el artículo 118, primer párrafo, de la Ley de 

Justicia Administjtiva de la Ciudad de México, toda vez que la 

sentencia apelata fue notificada a la apelante el dieciocho de 

agosto de dop mil veinte según constancia que obra a foja ciento 

noventa y d de autos del juicio de nulidadyla cual surtió efectos 

el siguien día hábil, esto es, el diecinueve de agosto del citado 

año; por lo que el plazo a que alude el citado articulo transcurrió del 

veinte de agosto al dos de septiembre de dos mil veinte, 

descontándose en el computo los días veintidós veintitrés, 



RECURSO DE APELACIÓN: RAJ. 34805/2020 
JUICIO DE NULIDAD: TJIIII-7050712019 

8 

veintinueve y treinta de agosto, por corresponder a sábados, 

domingos, días inhábiles, en términos de lo dispuesto en el artículo 

21, de la precitada Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de 

México. 

Por lo tanto, si el recurso de apelación fue presentado el 

treinta y uno de agosto de dos mil veinte, su presentación es 

oportuna. 

TERCERO. INTER!OSICIÓN POR PARTE LEGÍTIMA. El 

recurso de apelación fue promovido por parte legitima, en términos 

del articulo 116 de la Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad de 

México, toda vez que fue promovido por la autoridad demandada a 

través de su representante la Jefa de Unidad Departamental de 

Investigación, a quien la Sala de origen le reconoció tal carácter 

mediante proveido de doce de septiembre de dos mil veinte, visible 

en la foja ciento setenta y nueve del juicio de nulidad. 

CUARTO. AGRAVIO EN EL RECURSOS DE APELACIÓN. 

Es innecesaria la transcripción del agravio hecho valer, sin 

embargo, en cumplimiento a los principios de congruencia y 

exhaustividad, los argumentos planteados serán examinados 

debidamente al resolver lo conducente. 

Apoya lo anterior, par analogía, la jurisprudencia 

2a./J.5812010 sustentada por la Segunda Sala de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, visible en la página ochocientas treinta, 

Tomo XXXI, de mayo de dos mil diez, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta, Novena Época, cuyo rubro y texto son: 

"CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR 
CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXH.4USTIVIDAD 
EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capitulo X "De 
las sentencias del título primero "Reglas genera/es' del libro 
primero "Del amparo en general'Ç de la Ley de Amparo, no se 
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y 
advierte como obligación para el juzgador que transcriba los 
conceptos de violación o, en ¿u caso, los agravios)  para cumplir con 
los principios de con gruencja y exhaustividad en las sentencias, 
pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos 
a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de 
expresión de agravios, los studia y les da respuesta, la cual debe 
estar vinculada y  correspoçider a los planteamientos de legalidad o 
constitucionalidad efectiyamente planteados en el pliego 
correspondiente, sin int/ ducir aspectos distintos a los que 
conforman la litis. Sin ernhíarúá, no existe prohibición para hacer tal 
transcripción, quedando atprüdente  arbitrio del juzgador realizarla o 
no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito 
de que para satisfacer loépr!ncipios de exhaustividad y congruencia 
se estudien los plantearrfteritos de legalidad o inconstitucionalidad 
que efectivamente se hafr n hecho valer." 

Asimismo, sirve de ayo en la jurisprudencia S.S. 17, 

sustentada por la Sala si4erior  de este Órgano Jurisdiccional, 

cuarta época, publicada erf la Gaceta Oficial del Distrito Federal 

(ahora Ciudad de México), veinticinco de marzo de dos mil quince 

y cuyo contenido es el sigi4inte: 

"AGRAVIOS. PARA cÜMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE 
CONGRUENCIA YEXHA4STIVIDAD EN LAS RESOLUCIONES A 
LOS RECURSOS DÉ 4PELAOIÓN ES INNECESARIA SU 
TRANSCRIPCIÓN. Délos rticulos que integran el Capítulo Xl del 
Título Segundo de la Ley Ógánica del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Distrito Fet eral, denominado "De las Sentencias' 
y en particular el diverso 126 se advierte que las sentencias que 
emitan las Salas no n6cesitar formulismo alguno, razón por la cual 
se hace innecesaria la transcfifpión de los agravios hechos valer por 
el apelante, sin embá?go, tal &tuación no exime de cumplir con los 
principios de congruercia y exhaustividad debiendo para el/o hacer 
una fación clara y pitcisa de los puntos controvertidos, así como el 
examen y valoración: de las p'yebas que se hubieren admitido, 
señalando los fundamentos legá/es en que se apoyen, debiendo 
limitar a los puntos cuestionados y a la solución de la LUis planteada 
en acato al dispositivo 126 de la Ley Orgánica del Tribunal de lo 
Contencioso Adminiétrativo del Distdto Federal." 

QUINTO. CONSIDERACIONES:ÓE LA SENTENCIA. Con la 

finafidad de conocer los motivos y fundamentos legales con base 

en los cuales la Sala de origen determinó declarar la nulidad de la 

resolución impugnada, se procede a transcribir la parte 

considerativa del fallo apelado, que al caso interesa: 

"1.- Este Tribunal es competente para conocer del presente asunto, 
de conformidad con lo dispuesto en los artículos 122, Apartado A, 
fracción VIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos 
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Mexicanos; 40 de la Constitución Política de la Ciudad de México, 3 
fracción 1, 25 fracción 1, 31 fracción ¿ todos elfos de la Ley Orgánica 
del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de México. 

Toda vez que ef/o constituye una cuestión de orden público y estudio 
preferente, esta Sa/a procede al estudio de las causales de 
improcedencia yio sobreseimiento de este juicio. 

De oficio esta Sa/a determina que deberá sobreseerse e/juicio por 
/o que hace a /as autoridades demandadas denominadas 
DIRECTOR GENERAL DE RECURSOS HUMANOS DE LA 
PROCURADURIA GENERAL DE JUSTICIA DE LA CIUDAD DE 
MEXICO ya que de/análisis a los actos impugnados, no se advierte 
que hayan tenido participación en su emisión o ejecución. 
Ahora bien, alno existir causa/de improcedencia y/o sobreseimiento 
alguna pendiente de ana/izar, se procede al estudio directo de/fondo 
del presente asunto. 

II.- La controversia en el presente juicio consiste en determinar la 
legalidad o ilegalidad de los actos descritos debidamente en el 
Resultando 1, de la presente sentencia. 

t 

III.- Después de haber ana/izado los argumentos expuestos en el 
escrito inicial de demanda, así como los razonamientos plasmados 
en los oficios de contestación y habiendo hecho el estudio y 
valoración de las pruebas admitidas a /as partes, esto último de 
conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de Justicia 
Administrativa de la Ciudad de México, esta Sala Juzgadora se 
avoca al estudio de la legalidad de /os actos impugnados descritos 
en el resui(ándo primero de la presente sentencia. 

III.- (sic) Después de haber analizado los argumentos expuestos en 
los escritos iniciales de demanda, así como los razonamientos 
plasmados en los oficios de contestación y habiendo hecho el 
estudio y va/oración de las pruebas admitidas a las partes, esto 
último de conformidad con lo dispuesto en el artículo 91 de la Ley de 
Justicia Administrativa de la Ciudad de México, esta Sala Juzgadora 
se avoca al estudio de la legalidad de los actos impugnados 
descritos en el resultando primero de la presente sentencia. 

Ahora bien una vez establecido lo anterior, este Órgano Colegiado 
considera procedente analizar los conceptos de nulidad vertidos por 
la actora en su escrito de demanda, pues a través de éste 
básicamente sostuvo que la resolución impugnada es ilegal, ya que 
le impone una sanción de manera desproporcionada, arbitraria, 
injusta y sin la debida fundamentación y motivación sin señalar 
porque se considera grave su actuación. 

Por su parte, la autoridad demandada al formular su contestación de 
demanda, sostuvo en todo momento la legalidad de sus actuaciones, 
aduciendo que se encuentran debiØamente fundadas y motivadas 
por lo que deberá reconocerse su validez. 

A juicio de esta Sala se considera fundado el argumento de la 
accionante, lo cual se afirma con base en las consideraciones 
jurídicas siguientes. 
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En primer término, debemos señalar que, dada la naturaleza 
sancionatoria del procedimiento administrativo disciplinario previsto 
en la Ley Federal deResponsabilidades de los Servidores Públicos, 
el desarrollo del misfio guarda analogía con el procedimiento penal, 
por tanto, deben reEiir  los mismos principios y técnicas garantistas 
para uno y otro procedimiento. Al respecto, los Tribunales 
Colegiados de Ciruito así se pronunciaron al emitir la tesis que a 
continuación se tr4i5 cribe: 

'Época: Njvené Época 
Registro: :170605  
InstanciaTribi,naIes Colegiados de Circuito 
Tipo de TésisAislada 
Fuente: $manario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo XXVI, Diciembre de 2007 
Materia(s): Administrativa 
Tesis: L4Ó.A.604 A 
Página: j812 

RESPON*ÁÉILIDADES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. PARA QUE SE CONSIDERE DEBIDAMENTE 
FUNDA Di Y MOTIVADA LA IMPOSICIÓN DE UNA 
SANCIÓN!: ADMINISTRATIVA, LA AUTORIDAD DEBE 
PONDER4R TANTO LOS ELEMENTOS OBJETIVOS 
COMO LØS  SUBJETIVOS DEL CASO CONCRETO.' (Se 
transcribe). 

Así, en procedirií/n tos seguidos en forma de juicio, tendentes a 
sancionar a los sek&idores públicos que transgredan o incumplan con 
las obligacioneÇ que la mencionada Ley Federal de 
Responsabilidadet de los Servidores Públicos con templa; al 
aplicarse las sanMones administrativas correspondientes, deben 
considerarse los e?ementos previstos por el derecho penal para la 
individualización d:la pena, los cuales señalan la obligación del 
juzgador de ponderar tanto aspectos objetivos (circunstancias de 
ejecución y gravedad del hecho ilícito) como subjetivos (condiciones 
personales del servidor público, peligrosidad, móviles, atenuantes, 
agravantes, etcétera). 

En ese contexto; para que una sanción administrativa se considere 
debidamente fundada-y motivada, no basta que la autoridad cite el 
precepto que la obligaa tomar en cuenta determinados aspectos, 
sino que esa valoración debe justificar realmente la sanción 
impuesta, es decir, para obtener realmente el grado de 
responsabilidad•del servidor público en forma acorde y congruente, 
aquélla debe ponderar todós los elementos objetivos (circunstancias 
en que la conducta se ejecutó) y subjetivos (antecedentes y 
condiciones particulares del servidor público y las atenuantes que 
pudieran favorecerlo), con fórme al caso concreto, a fin de obtener 
una sanción proporcional coñ la conducta u omisión de que se trate. 
Es aplicable de manera análóga, la tesis aislada que establece lo 
siguiente: 

'Época: Décima Época 
Registro: 2007341 
Instancia: Primera Sala 
Tipo de Tesis: Aislada 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo / 
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Materia(s): Constitucional 
Tesis: la. CCCX/2014 (loa.) 
Página: 589 

PROPORCIONALIDAD DE LAS PENAS. SU ESTUDIO 
DEBE LLEVARSEA CABO ATENDIENDO A LOS NIVELES 
ORDINALES Y NO A LOS CARDINALES O ABSOLUTOS 
DE SANCIÓN.' (Se transcribe). 

Ahora bien, conforme al artículo 113 de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, las sanciones aplicables a los 
servidores públicos que por actos u omisiones incurran en alguna 
responsabilidad administrativa consistirán en suspensión, 
destitución e inhabilitación, así como en sanciones económicas, las 
cuales deberán establecerse de acuerdo con los beneficios 
económicos obtenidos por el responsable y con los daños y 
perjuicios patrimoniales causados. Así, el citado precepto consagra 
el principio de proporcionalidad en la imposición de sanciones al 
establecer una variedad de éstas para que la autoridad 
sancionadora, tomando en consideración la responsabilidad, 
circunstancias del servidor público y sus antecedentes, entre otros 
aspectos, imponga la sanción correspondiente, es decir, señala que 
deben tomarse en cuenta diversas circunstancias a efecto de su 
individualización, mismas que deben incluir —como lo seña/amos 
párrafos arriba— la ponderación de todos los elementos objetivos 
(circunstancias en que la conducta se ejecutó) y subjetivos 
(antecedentes y condiciones particulares del servidor público y las 
atenuantes que pudieran favorecerlo), lo que es congruente y 
complementario de lo establecido en la fracción 1 del artículo 54 de 
la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos y 
que fue pasado por alto por/a hoy responsable, veamos: 

'ARTÍCULO 54.- Las sanciones administrativas se impondrán 
tomando en cuenta los siguientes elementos: 

1.- La gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la 
conveniencia de suprimir pré cticas que infrinjan, en cualquier 
forma, las disposiciones de esta Ley o las que se dicten con 
base en ella; 

It - Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; 

list- El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del 
infractor; 

IV.- Las condiciones exteriores ylos medios de ejecución; 

V.- La antigüedad del servicio; 

VI.- La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones; y 

VIL- El monto del beneficio, daño o perjuicio económicos 
derivado del incumplimiento de obligaciones.' 

Ahora bien, del análisis minucioso de la resolución impugnada se 
advierte que la autoridad demandada examinó los requisitos 
dispuestos en el artículo 54 de la Ley Federal de Responsabilidades 
de los Servidores Públicos a efecto de determinar la sanción 
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impuesta al incoado, sin e/rzbargó, omitió señalar debidamente las 
causas o motivos que torpó en consideración para imponer al hoy 
actor la sanción respectiva. 

Lo anterior ya quela deandada se limitó a señalar que la conducta 
imputada es grave; no 2  stante omitió precisar de qué forma influyó 
tal elemento en la indwtdualización de la sanción impuesta, pues no 
debe perderse de vi4a que el artículo 53 de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos, contiene diversas 
sanciones, entre laScuales pudo haber optado la demandada. 
Veamos el contenidoSdel numeral citado.- 

'ARTÍCULO 3.- Las sanciones por falta administrativa 
consistirán eflf 

1.- Apercibiminto privado o público; 

II.- AmonestØón privada o pública. 

III. - Suspensin; 

IV. - Destitució h del puesto; 

V - Sanción económica; e 

VI. - lnhabilitaJóntemporal para desempeñar empleos, cargos 
o comisiones e, el servicio publico ( )' 

Con base en lo antej , se concluye que la autoridad administrativa 
debe buscar un equil4rio entre la conducta desplegada y la sanción 
que imponga, para qJ ésta no resulte inequitativa. 

Pero, la autoridad qué corresponda no solo debe cumplir con la 
mención de los señálÑdos elementos, sino que además, también 
debe establecer con freJsión las circunstancias especiales, razones 
particulares o causas inipediatas que haya tenido en consideración 
para estimar que e aótualizan los mismos, para demostrar que 
existe adecuacíón Tentre los motivos aducidos y las normas 
aplicables, lo cual tiéne como propósito primordial, confirmar que al 
conocer el destinatario del acto el marco normativo en que el acto de 
molestia surge y las razones de hecho consideradas para emitirlo, 
pueda ejercer unk defensa adecuada ante el mismo y, por 
consecuencia se le otorgue certeza jurídica del actuar de la autoridad 
respectiva, lo que ho acontece en el caso concreto. 

Se afirma lo anterior, toda vez que al em/tirIa autoridad demandada 
la resolución impugnada, al momento de individualizar la sanción y 
analizar los elementos del articulo 54 de la Ley Federal de 
Responsabilidades de los Servidores Públicos estableció que las 
conductas cometidas por el actor era grave, pero sin motivar 
debidamente ello. 

En efecto, en la especie le asiste la raz6n al actor cuando aduce que 
la resolución impugnada es ilegal ya que la demandada consideró 
grave la conducta que cometió, ya que en ningún momento motivó 
debidamente porque consideró de tal forma dicha conducta, lo cual 
es ilegaL 

En efecto, es importante señalar que la enjuiciada en ningún 
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momento motivó adecuadamente e/porqué consideró como grave la 
conducta que cometió el actor, ya que únicamente calificó como tal 
la conducta reprochada pero sin establecer adecuadamente tal 
circunstancia. 

A mayor abundamiento, no escapa para esta Juzgadora que la 
autoridad enjuiciada al emitir la resolución impugnada si bien es 
cierto en al apartado respeátivo a la calificación de la gravedad de 
las conductas cometidas, únicamente transcribió las mismas, pero 
no precisó en ningún momento si es que con el ejercicio del cargo 
que desempeñaba e/hoy actor, se causó a las autoridades o a los 
habitantes de esta ciudaq, algún tipo de daño o perjuicio real y 
concreto, máxime que la demandada no exhibió ningún tipo de 
elemento probatorio con el que se acredite tal situación. 

Y si bien es cierto que en materia de responsabilidades 
administrativas de servidores públicos, no existe un parámetro 
objetivo previsto por la Ley para determinar la gravedad de la 
conducta irregular, sí corresponde  a la autoridad disciplinaria, en 
ejercicio de sus atribuciónes legales, graduar y reputar dicha 
gravedad. 

A fianza el criterio expuésto, la tesis de jurisprudencia número 
1. 7o.A. 70 A, pronunciada por el Séptimo Tribunal Colegiado en 
Materia Administrativa del Primer Circuito, correspondiente a la 
Novena Epoca, consultable en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta Tomo X, correspondiente a/mes de agosto 
de mil novecientos noventa y nuevé, página ochocientos, cuya voz y 
texto refieren lo siguiente: 

"SERVIDORES PÚBLICOS, GRAVEDAD DE LA 
RESPONSABILIDAD DE LOS. El artículo 54 fracción ¿ de la 
Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos 
seña/a entre otros elemeÑos para imponer sanciones 
administrativas, la gravedad de la responsabilidad en que se 
incurra y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, 
en cualquier forma, las disposiciones de la propia ley o las que 
se dicten con base en el/a, sin que especifique qué tipo de 
conducta pueda generar una responsabilidad grave, esto es, 
el referido precepto no establece parámetros que deban 
respetarse para considerar que se actualiza tal situación. Por 
tal motivo, si la autoridad que sahciona a un servidor público 
no señaló tales parámetros, no incumple con el requisito a que 
alude tal numeral, pues de su redacción no se advierte que se 
imponga esa obligación a la autoridad sancionadora, por lo 
que queda a su criterio el considerar qué conducta puede ser 
considerada grave" 

De igual forma, por analogía sirve como apoyo a la presente 
consideración, la siguiente tesis jurisprudencial que ha sido emitida 
por el Poder Judicial Federal y que a la letra establece: 

'Época: Décima Época 
Registro: 2016216 
Instancia: Segunda Sala 
Tipo de Tesis Jurisprudencia 
Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación 
Libro 51, Febrero de 2018, Tomo 1 
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No obstante, el/o no es óbibe para concluir que en la especie la 
sanción impuesta al actor sé encuentra indebidamente fundada y 
motivada, en la medidan qUe la autoridad sancionadora no ponderó 
los elementos objetivos y tubjetivos previstos por el artículo 54, 
fracción Ide la referida:Ley1para tal efecto. 

En otras pa/abras, la f&tae razones suficientes impide al servidor 
público sancionado copooer caba/mente los criterios fundamentales 
de la decisión, lo que tra.áciende en una indebida motivación en el 
aspecto material, ya qué±  aun cuando en el acto de autoridad se 
invocaron los preceptos legales aplicables los motivos aducidos no 
explican a detalle y de.manera completa la esencia de todas las 
circunstancias y condkjØnes que determinaron el acto de voluntad 
para que el afectado p1Jiese cuestionarycontroveflir el mérito de la 
decisión, pues sólo de «sta  forma se garantiza al gobernado una real 
y auténtica oportunid4 de defensa. En ese tenor, pese a que la 
autoridad cuente con Øitrio para imponer sanciones ésta facultad 
no es irrestricta, pue, debe fundar y motivar con suficiencia su 
determinación. 

.; t. 
Es aplicable, la tesis ft4isprudencia 2a. CLXXIX/2001, emitida por 
la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, 
consultable en el S4fanáio Judicial de la Federación y su Gaceta, 
Novena Época, Totio XlV4 correspondiente al mes de septiembre 
de dos mil uno, págha seteientos catorce, cuya voz y texto refieren 
lo siguiente: 

'RESPONS.4ÁILIDAÓES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS) AL ESTABLECER LA LEY FEDERAL 
RELATIVA ÉN SUS A TÍCULOS 47, 53, FRACCIÓN IV, Y 
54, EL MAmcO LEGAL AL QUE DEBE SUJETARSE LA 
AUTORIDAØ ADMINISTRATIVA PARA EJERCER EL 
ARBITRIO fSANCIONADOR IMPOSITIVO, RESPETA LOS 
PRINCIPIC& DE LEGALIDAD Y SEGURIDAD JURÍDICA.' 
(Se transcíbe). 

Asimismo, es a/jicable la jurisprudencia por reiteración de criterios 
emitida por el QL'arto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Cii:óuito, publicada en él Semanario Judicial de la 
Federación su Gaceta, Noveno Época, Tomo XXIII, 
corrnspondinte al mes de mayo de dos mil seis, página mil 
quinientos treinta y uno, cuya voz y texto refieren lo siguiente: 

'FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL ASPECTO 
FORMAL DE LA GARANTÍA Y SU FINALIDAD SE 
TRADUCEN EN EXPLICAR, JUSTIFICAR, POSIBILITAR 
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LA DEFENSA Y COMUNICAR LA DECISIÓN.' (Se 
transcribe). 

En ese sentido, para la imposición de una sanción administrativa, la 
autoridad debe ponderar tanto los elemeñtos objetivos como los 
subjetivos de/caso concreto, pues de lo contrario, la falta de razones 
suficientes impide al servidor público sancionado conocer 
cabalmente los criterios fundamentales de la decisión, lo que 
trasciende en una indebida motivación en el aspecto material. Es 
decir, para obtener realmente el grado de responsabilidad del 
servidor público en forma acorde y congruente, aquélla debió 
ponderar todos los elementos objetivos (circunstancias en que la 
conducta se ejecutó) y subjetivos (antecedentes y condiciones 
particulares del servidor público y las atenuantes que pudieran 
favorecerlo), conforme al caso concreto, cuidando que no sea el 
resultado de un enunciado literal o dogmático de lo que la ley ordena, 
y así la sanción sea pertinente, justa, proporcional y no excesiva. 

Cobra vigencia, la tesis de jurisprudencia L4o.A. 604 A, sustentada 
por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del 
Primer Circuito, consultable en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, 
correspondiente al mes de diciembre de dos mil siete, página mil 
ochocientos doce, cuya voz y texto precisan lo siguiente: 

'RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. PARA QUE SE CONSIDERE DEBIDAMENTE 
FUNDADA Y MOTIVADA LA IMPOSICIÓN DE UNA 
SANCIÓN ADMINISTRATIVA, LA AUTORIDAD DEBE 
PONDERAR TANTO LOS ELEMENTOS OBJETIVOS 
COMO LOS SUBJETIVOS DEL CASO CONCRETO.' (Se 
transcribe). 

En suma, no basta con que la autoridad, al emitir su resolución, se 
haya limitado a enunciar los elementos establecidos por el artículo 
54, fracción 1 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 
Servidores Públicos, sino que es imprescindible que la autoridad 
sancionadora hubieses precisado con toda claridad la forma en que 
tales elementos influyeron en su decisión, cuestión que en la especie 
no aconteció. De ahí la ilegalidad de la resolución impugnada. 

En mérito de lo antes expuesto, esta Sala estima procedente 
declararla nulidad de la resolución administrativa impugnada. 

A fianza la determinación anterior, la tesis de jurisprudencia 
1. 4o.A.538 A, sustentada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, consultable en el Semanario 
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Epoca, Tomo XXVI, 
correspondiente al mes de septiembre de dos mil seis, página mil 
quinientos treinta y dos, cuya voz y texto precisan lo siguiente: 

'RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS. LA  MOTIVACIÓN INSUFICIENTE DE LA 
SANCION IMPUESTA, TRASCIENDE EN UNA INDEBIDA 
MOTIVACIÓN EN SU ASPECTO MATERIAL QUE 
CONDUCE A DECLARAR LA NULIDAD LISA Y LLANA DE 
LA RESOLUCIÓN RELATIVA.' (Se transcribe). 
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Asilas cosas, a/haber resu(Sd fundado y suficiente el concepto de 
anulación para declarar ía nfilidad de la resolución impugnada, 
quedan sin materia los reta4tes conceptos de anulación hechos 
valer, pues su estudio en dadá variaría el sentido del presente fallo. 

Sustenta lo anterior, la jufispn4dencia  emitida por esta Sala Superior, 
en sesión plenaria de fecha veinticinco de noviembre de mil 
novecientos noventa yhueve, publicada en la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal el día 4ás dé diciembre del mismo año, cuya voz y 
texto refieren: 

'Época: T$cerd 
Instancia: Saib Sujperior, TCADF 
Tesis: SSS .IJ.:43 

k 
CAUSALES DÉ NJJLIDAD.  SI  RESULTA FUNDADO UNO 
DE LOS C0P4EP!TOS DE NULIDAD NO ES NECESARIO 
EL ANÁLISIS EfitODOS LOS DEMÁS.' (Se transcribe), 

En consecuencia, q4ddobligada la autoridad demandada a restituir 
a la parte actora ñ1 el pleno goce de los derechos que 
indebidamente le fuejÓ/j afectados, lo que en la especie consiste en 
dejar sin efectos la reiución declarada nula ya cancelar el registro 
de la sanción indebid ente impuesta. 

Lo anterior, en un plagb máximo de quince días contados a partir del 
día siguiente de aqun que quede firme el presente fallo." 

SEXTO. ESTUDicS DEL AGRAVIO DEL RECURSO DE 

APELACIÓN. 

En el único aíravio1echo valer, la apelante aduce que la 

sentencia es ilegalia queiía Sala del conocimiento no consideró 

que la gravedad dla condÚcta reprochada se encuentra referida 

a la importancia qqe reviste él incumplimiento de las disposiciones 

que en el eierci$lo de sus funciones el servidor público debe 

observar y que no siempre implicaría un beneficio o daño 

económico, cornó aconteció en el asunto. 

Asimism alega que contrario a lo resuelto por la A quo, sí 

observó y de loso cada uno de los elementos previstos en el 

artículo 53 de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores PúbIicos, al tenor del artículo 54 del mismo 

ordenamiento, para determinar imponer al actor una amonestación 

pública, ya que la finalidad primordial de la sanción es suprimir las 
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prácticas de los servidores públicos tendientes a incumplir sus 

obligaciones legales. 

Además, alega que los artículos 53 y  54 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, no hacen ningún 

señalamiento en la forma en que deben de analizarse los 

elementos que se enumeran en el mismo, sino que únicamente 

indican las sanciones que se pueden imponer en el procedimiento 

respectivo, y que para hacerlo se tomarán en cuenta los elementos 

previstos en el artículo 54 de la Ley de la materia, lo cual fue 

acatado por la demandada al emitir la resolución impugnada; que 

no establece parámetros que deban respetarse para calificar dé 

"grave la conducta imputada a la servidora pública; sin embargo, 

no obstante lo anterior, debe decirse que la autoridad apreció en 

conciencia lo establecido en el mencionado artículo 54, y por tanto, 

en la especie, la imposición de la sanción no resulta ilegal, pues 

como puede advertirse en la parte correspondiente en la imposición 

de la sanción, la autoridad Internó tomó en cuenta los factores 

objetivos y subjetivos para la imposición de la sanción 

correspondiente, determinándose la conveniencia de suprimir 

prácticas ilegales, lo que obliga a la autoridad a imponer sanciones 

ejemplares que impidan la reiteración de este tipo de conductas. 

El agravio a estudio es fundado y suficiente para revocar el 

fallo apelado. 

Para corroborar tal aserto, resulta necesario traer a contexto 

el contenido de los articuios 53 y 54 de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, que a la letra dicen: 

"ARTÍCULO 53. Las sanciones por falta administrativa consistirán 
en: 

1. Apercibimiento privado o público; 
II. Amonestación privada o pública. 
III. Suspensión; 
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IV. Destitución del puesto;: 
V. Sanción económica; e) 
VI. Inhabilitación tempori para desempeñar empleos, cargos 

o comisiones en el sé±vicio público. 

Cuando la inhabilitación s impongá como consecuencia de un 
acto u omisión que impliqqé lucro o çause daños y perjuicios, será 
de un año hasta diez añoS si el mdhto de aquéllos no excede de 
doscientas veces el sala rió mínimo mensual vigente en el Distrito 
Federal, y de diez a veinte años si excede de dicho limite. Este 
último plazo de inhabilitaión también será aplicable por conductas 
graves de los servidoresfpúblicos:. 

Para que una persota que hÚbiere sido inhabilitada en los 
términos de ley por un@lazo  ma5'or de diez años, pueda volver a 
desempeñar un emplé, cargo :b comisión en el servicio público 
una vez transcurrido el plazo de la inhabilitación impuesta, se 
requerirá que el titular de la dependencia o entidad a la que 
pretenda ingresar, dé viso a IS  Secretaría, en forma razonada y 
justificada, de tal circü$jstanci& 

La contravención a lo dispueto por el párrafo que antecede será 
causa de responsabifi•ad administrativa en los términos de esta 
ley, quedando sin efectos el nombramiento o contrato que en su 
caso se haya realizadóY' 

"ARTÍCULO 54. LassancYones administrativas se impondrán 
tomando en cuenta lossiguiéntes elementos: 

1. La gravedad ce la responsabilidad en que se incurra y 
la conveniendia de suprimir prácticas que infrinjan, en 
cualquier forn1, las disposiciones de esta Ley o las que 
se dicten con Liae en ella; 

II. Las circunstcias socioeconómicas del servidor 
público; 

III. El nivel jerárqúlco, los antecedentes y las condiciones 
del infractor; 

IV. Las condicio es exteriores ylos medios de ejecución; 

'Ji La antigüedadJel servicio; 
VI. La reincidencia en & incumplimiento de obligaciones; y 
VII. El monto dek beneficio, daño o perjuicio económicos 

derivado del ihcumplimiento de obligaciones." 

De los artículos transcritos se advierte que las sanciones por 

faltas administrativas cónsistirán en: apercibimiento privado o 

público; amonestación ivada o pública; suspensión; destitución 

del puesto; sanción económica; e Inhabilitación temporal para 

desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público. 
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Asimismo, se establece que para imponer las sanciones 

administrativas la autoridad deberá tomar en consideración la 

gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia 

de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las 

disposiciones de esta Ley o las que se dicten con base en ella La 

gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia 

de suprimir prácticas que infrinjañ, en cualquier forma, las 

disposiciones de esta Ley o las que se dicten con base en ella; las 

circunstancias socioeconámicas del servidor público; el nivel 

jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infractor; las 

condiciones exteriores y los medios de ejecución; la antigüedad del 

servicio; la reincidencia en el incumplimiento de obligaciones; y el 

monto del beneficio, daño o perjuicio económicos derivado delí 

incumplimiento de obligaciones. 

De lo anterior, se advierte que el artículo 54 fracción 1, de la 

Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

señala entre otros elementos para imponer sanciones 

administrativas, la gravedad de la responsabilidad en que se 

incurra y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en 

cualquier forma, las disposiciones de la propia ley o las que se 

dicten con base en ella, sin que especifique qué tipo de conducta 

pueda generar una responsabilidad grave, esto es, el referido 

precepto no establece parámetros que deban respetarse para 

considerar que se actualiza tal situación. Por tal motivo, si la 

autoridad que sanciona a un servidor público no señaló tales 

parámetros, no incumple con el requisito a que alude tal numeral, 

pues de su redacción no se advierte que s:é imponga esa obligación 

a a autoridad sancionadora, por lo que queda a su criterio el 

considerar qué conducta puede ser considerada grave. 

Sirve de apoyo la tesis aislada l.7o.A.70 A de la Novena 

Época, visible en la página 800, Tomo X, del Semanario Judicial de 
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la Federación y su Gaceta, registro digital: 193499, cuya voz y texto 

son del tenor siguiente: 

"SERVIDORES PúBLICOS, GRAVEDAD DE LA 
RESPONSABILIDAD DE LOS. El articulo 54 fracción 1, de la 
Ley Federal de Respohsabilidades de los Servidores Públicos 
señala entre otros elementos para imponer sanciones 
administrativas, la gravedad de la responsabilidad en que se 
incurra y la conveni&hcia de suprimir prácticas que infrinjan, en 
cualquier forma, lasffisposiciqnes de la propia ley o las que se 
dicten con base eh ella, éín que especifique qué tipo de 
conducta pueda ge erar una responsabilidad grave, esto es, el 
referido precepto no establece parámetros que deban 
respetarse para cqnsiderar que se actualiza tal situación. Por 
tal motivo, si la autoridad qüe sanciona a un servidor público no 
señaló tales parámetros, ño incumple con el requisito a que 
alude tal numera pues dé su redacción no se advierte que se 
imponga esa obl$ación Ia autoridad sancionadora, por/o que 
queda a su criterio el considerar qué conducta puede ser 
considerada gra4e." 

Ahora bien, dé la résolución impugnada se advierte que la 

autoridad en el apartado:correspondiente señaló: 

tXP,  

Por lo que hace a la gra*dad de la responsabilidad administrativa en que incurrió el 
servidor público que nos ocupa, acordo a los razonamientos lógico jurídicos que han 
quedado expuestos en lir,éas procedentes y conforme a la valoración que exige el 
artículo 54 fraccIón 1 déM' Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos como clementos a&individuallzación de la sanción, dcbe señaarse que dicho 
precepto normativn no d4trnina parónetro alguno quc. suya para establecer la 
gravedad derivada de la acdót, en que Incurrió el Ciudadano  

, do lo que se coligeJe esta autoridad administrativa deberá realizar un estudio 
de su conducta particular pat estimar la gravedad de la misma, lo anterior conforme a la 
tesis sustentada por el Sépto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer 
Circuito, visible en el Sernirñdo Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena lpoca. 
'Forno X, agosto de 1999. páña 800. que al tenor literal señala:  —  

"SERVIDORES PÚBL4CÓS, GRAVEOAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS. 
El arlfcufo 54 fracción 1; de la Ley odoraI de Rosponsabilicjodes do los Servidores 
Públicos señala entre 'otms elementos para imponer sanciones ¿zdministraüvas, /0 
gravedad de la respañsabilidad en que se incurro y la convenioncia de suprJmir 
próclicas que infririjuñÇ en ualquier (omm, las disposiciones que lo propia teyú las 
que se dictan con baSe ene/la, sin que especil7quo qué tipo de conducta pueda 
generar una responsabi/idéd gravo, esto es. o! re (elido precepto no establece 
parámetros que deb&, mspétarse para consido,Br que se actualira tal situación. 
Por tal motivo. si  la óutoríc1d que sanciono a un seá'vidor público no señnló lates 
parámetros, no incciénple con e) requisito a que alude tal numeral, piles cío su 
redacción no so advierte que se imponga esa obligación a la auto,idad 
sancionadora por Foque queda o su cnterio el considerar qué conducta puedo ser 
considerado grave. 
Amparo directo 7697,V& Mario A/bono Solís López. 6 do mayo do 1999. 
Unanimidad do votos, Ponente: F, Javier Mqangos Navarro. Secrotaria: Flor del 
Carmen Gómez Espinosa.  

Es importante soflalar qüe la conducta que le fue acroditada al Ciudadano  
. en su carácter de Agente del Mínistorio Público es grave, 

toda vez que resulta evidonto que incumplió los preceptos le9ales que reglan su 
actividad al momento do ejercer el cargo que ostentaba y cometer las irregularidades 
administrativas que se le reprocharon, con lo que incumplió con la tarea fundamental del 
Ministerio Público que es precisamente la de investigar y perseguir los delitos confomie 
a derecho o anterior, atentos al principio de indivisibilidad que caracteriza a la 
Institución del Ministerio Público, consistente en que al actuar sus miembros no lo hacen 
en nombre propio, sino en nombre de una Institución, lo que lo haco sor una unidad, por 
lo que la actuación especifico realizada debe ser tendente a cumplir con la función Elije 
se tiene por mandato Coristftucional, por lo que su actuación como Agente del Ministerio 
Público Investigador, se encuentra encamInado a dar cumplimiento al mandato 

Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX
Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX

Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX
Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX
Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX

Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX
Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX

Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX



RECURSO DE APELACIÓN: RAJ. 3480512020 
JUICIO DE NULIDAD: TJ/IIl-70507/2019 

22 

Constitucional que es fue encomendado como Representación Social: por lo que es 
evidente que no cumplió con las obligaciones inherentes a su cargo, toda vez que en su 
carácter de Agente del Ministerio Público, omitió ordenar a Policia de investigación la 
práctica de actos de investigación- consistente en verificar si en la tienda 
denominada  existían cámaras de seguridad que pudieran 
haber captado el momento de los hechos, a efecto de solicitarlas y realizar el 
análisis correspondiente, que pudiera aportar datos do prueba para el 
esclarecimiento del hecho delictivo, diligencia que resultaba conducente para el 
osc[arecimento del hecho delictivo, ya que cuando el Servidor Público de referencia 
recibió la Carpeta de Investigación mediante determinación de radicación de las diez 
horas del dia diecisiete de febrero de dos mil diecisiete (foja 186 del expediente en que 
se actúa), ya obraba la entreQista del Testigo de hechos  de las 
diecinueve horas con cincuentá minutos del dia quince de febrero de dos mil diecisiete, 
rnanirestó en la parte que interesa lo siguiente (fojas 21 a 24 deI expediente en que se 
actúa): - PRESTA SUS SERVICIOS COMO EMPLEADO DE SEGURIDAD 
PRIVADA.., AL ENCONTRARSE LABORANDO CONCRETAMENTE EN EL PISO DE 
VENTAS REALIZANDO SU RONDIN bE VIGIL4NCIA, YA AL CRUCE DE ANTENAS 
ME pERCATO DE QUE VENIA UNA PERSONA DEI SEXO FEMEN/NO QUE MAS 
TARDE ME ENTERO RESPONDE AL NOMBRE DE  

Z EN EL CUAL SE LE VElA UN-BULTO MUY APARATOSO A LA ALTURA DEL  
ESTOMAGO COMO CUADRADO MISMA  QUE SE ENCONTRABA SALIENDO EN 
COMPAÑÍA DE UN SUJETO DEL SEXO MASCULINO QUE MAS TARDE RESPONDIO 
AL NOMBRE DE .. MI COMPAÑERA  

 MARCA EL ALTO.. LA IMPUTADA DE NOMBRE  
 LA CUAL SE  ABRE EL ABRIGO QE COLOR NEGRO QUE PORTABA Y SE 

COMIENZA A SACAR LOS PAQUETES DE PEGAMENTO DE LA MARCA PRITT 
MISMOS QUE ENTREGA PERCA TÁNDOME QUE SE TRATABA DE IB PAQUETES 
DE PEGAMENTO.  .. (sic), entrevista en la que se puede apreciar que el testigo refirió 
que la imputada sustrajo de la tienda dieciocho paquetes de pegamento de La marca 
Frilt, por lo tanto era relevante que el Servidor Público solicitara a policía de 
investigación verificar si en el lugar de los hechos existian cámaras de se9uridad, que 
pudieran haber captado el momento en que la imputada sustrajo la mercancía y la 
escondió entre sus ropas, sin que de las constancias que integran la Carpeta de 
Investigación se aprecie que haya girado oficio alguno a policía de investigación 
requirióndole dicha diligencia, avocándose a remitir la Carpeta de Investigación a la 
Unidad de Investigación Sin Detenido mediante determinación de las ocho horas del día 
dieciocho de febrero de dos mil diecisiete (fojas 213 y  214 del expediente en que se 
actúa); por lo que resulta evidente que con su conducta transgredió lo dispuesto en la 
fracción XXII del numeral 47 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 
Públicos, lo que debia haber observado como servidor público de la Procuraduria 
General de Justicia del Distrito Federal, durante el ejercicio de sus funciones como 
Agente del Ministerio Público, adscrito al momento de los hechos en la Fiscalía 

—.- RESOLUCIÓN 
Exp. C 8 

Desconcentrada de Investigación en Tialpan, en la Procuraduria General de J.jsticia de 
la Ciudad de México. ----- - -  

En mérito de lo expuesto y dada la conducta en que incurrió el Ciudadano  
Z, frente a ello se toma en consideración además la 

conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan en cualquier forma las disposiciones de 
la ley o las que se dicten con base en olla, como en la especie el evitar que se incurra en 
acciones en el desempeño do sus funciones como Agente del Ministerio Público, que 
transgrederi en forma grave el ámbito de procuración de justicia; lo que hace obligada 
para esta Autoridad la imposición de sanciones que impidan que las conductas 
irregulares detectadas se reiteren como la acreditada al supracitado Ciudadano  
A Z.--- — _--_ ----- 

De la digitalización se advierte, que la autoridad 

demandada, precisó que la conducta imputada a la parte actora 

era grave toda vez que resultaba evidente que incumplió los 
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preceptos legales que reglar/su actividad al momento de ejercer 

el cargo que ostentab/ y ; Cometer las irregularidades 

administrativas que se le frprodbaron, con lo que incumplió con 

la tarea fundamental del $linistério Público que es precisamente 

la de investigar y persuir los delitos conforme a derecho, lo 

anterior, atentos al Prin?(Pio  de Indivisibilidad que caracteriza a la 

Institución del Ministeri?  Públicá, consistente en que al actuar sus 

miembros no lo hace4en nori1bre propio, sino en nombre de la 

Institución, lo que ha+  ser una unidad, por lo que la actuación 

específica realizada sed tendente a cumplir con la función 

que se tiene por manato Constitucional, por lo que su actuación 

como Agente del Miiiisteriq Público Investigador, se encuentra 

encaminado a dar ci1mplirtiento  al Constitucional que les fue 

encomendado como epresentación Social. 

Asimismo señaI que por eso era evidente que no cumplió 

con las obligaciones irlhdrentes a su cargo, toda vez que en su 

carácter de Agente déíMinisterio Público omitió ordenar a la 

Policía de lnvestigaci6 la práctica de actos de investigación 

consistente en verificatjr& en la tienda denominada  

 existían cáitñaras de seguridad que pudieran haber 

captado el momento ie los hechos a efecto de solicitarlas y 

realizar el análisis corréspondiente, que pudiera aportar datos de 

prueba para realizar ji esclarecimiento del hecho delictivo lo 

hecho. 7 

Además, preciaó que dada la Conducta en que incurrió el 

hoy actor también sé tomaba en consideración la conveniencia 

de suprimir prácticás que infrinjan en cualquier forma las 

disposiciones de la ley o las que se dicten en base a ella; de lo 

anterior se tiene que contrario a lo que determinó la Sala del 

conocimiento, la autoridad si motivo porque consideró grave la 

conducta imputada a la parte actora. 
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Por lo expuesto, y al haber resultado FUNDADO el único 

hecho valer en el recurso de apelación RAJ. 34805/2020, se 

REVOCA la sentencia apelada y se emite una nueva en sustitución 

de la dictada el catorce de febrero de dos mil veinte, por la Tercera 

Sala Ordinaria en el juicio de nulidad TJ/lll-70507/2019. 

Consideraciones con base en las cuales este Pleno 

Jurisdiccional, Con fundamerko en el articulo 117 de la Ley de 

Justicia Administrativa de la diudad de México y demás aplicables, 

procede a emitir una nueva sentencia. 

SÉPTIMO. EL PLENO JURISDICCIONAL REASUME LA 

JURISDICCIÓN. En las relatadas condiciones, se reasume. 

jurisdicción en sustitución d la Sala de primera instancia, por lo 

que este Pieno Jurisdiccional procede a emitir una nueva sentencia 

definitiva en los siguientes términos: 

Robustece lo anterior el contenido de la jurisprudencia con 

número de tesis Xl.2o.J/29, que aparece publicada en el Apéndice 

de dos mil cinco, Tomo XXII, sostenida por el Segundo Tribunal 

Colegiado del Décimo Primer Circuito, correspondiente a la Novena 

Época, con número de registro 177094, publicada en el Semanario 

Judicial de la Federación y su Gaceta, cuyo rubro y texto se 

reproduce a continuación: 

"AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. AL  NO EXISTIR REENVÍO EL 
AD QUEM DEBE REASUMIR JURISDICCIÓN Y ABORDAR 
OFICIOSAMENTE SU ANÁLISIS, SIN QUE ELLO IMPLIQUE 
SUPLENCIA DE AQUELLOS. Si bien es cierto que en la apelación 
contra el fallo defInitivo de primer grado el tribunal de alzada debe 
concretarse a examinar, a través de los agravios, las acciones, 
excepciones y defensas que se hayan hecho valer oportunamente 
en primera instancia, porque de lo contrario el fallo sería 
incongruente, también lo es que esa regla es general dado que en 
la apelación no existe reenvío, por lo que el Órgano jurisdiccional de 
segundo grado no puede devolver las actuaciones para que el a quo 
subsane las omisiones en las que hubiera incurrido, en aras de 
respetar ese principio de congruencia yno dejar inaudito a ninguno 
de los contendientes por lo que, a fin de resolver la litis natural en 
todos sus aspectos, el ad quem debe reasumir jurisdicción y 
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abordar oficiosamente el análisis correspondiente, sin que ello 
implique suplencia de los agravios." 

Este Pleno Jurisdiccional considera pertinente destacar que, 

dentro de los numerales primero/segundo, tercero, cuarto y quinto 

del capítulo intitulado RESULT NDO de la presente resolución, se 

realizó la relataría de los anteleedentes del presente juicio, por la 

que los mismos se tienen por4nsertos en el presente apartado, en 

aras de economía procesaL y a efecto de evitar repeticiones 

innecesarias. 

OCTAVO. ANÁLIStIS DE LAS CAUSALES DE 
IMPROCEDENCIA. Previoyalstudio  de fondo del asunto, este 

Pleno Jurisdiccional procde al análisis de las causales de 

improcedencia y sobrese&ridnto, ya sea que las hagan valer las 

partes o de oficio por trataráe de una cuestión de orden público y 

de estudio preferente, coriUndamento en los artículos 92 y 93 de 

la Ley de Justicia Administjtiva de la Ciudad de México. 
1: 

Como única cauSl de improcedencia expresada por el 

representante del Directo de Situación Patrimonial de la Dirección 

General de Responsabiif aces Administrativas de a Secretaria de 

la Contraloría General la Ciudad de México, alega que procede 

el sobreseimiento en elpresente juicio, por lo que a dicha autoridad 

corresponde, ya que np tuvo intervención alguna en la emisión de 

la resolución impugrda, por lo que se actualiza la hipótesis 

prevista en el nuneral 92, fracción IX, de la Ley de Justicia 

Administrativa de laibiudad deMéxico, toda vez que no queda 

acreditado en auto4 del juicio dé nulidad que haya ejecutado la 

resolución impugnada. 

La causal de improcedencia a estudio es infundada. 



RECURSO DE APELACIÓN: RAJ. 34805/2020 
JUICIO DE NULIDAD: TJ/tII-70507/2019 

26 

Para Corroborarlo anterior, resulta necesario traer a contexto 

lo establecido por los artículos 37, fracción II, inciso c), y  92, 

fracción IX, ambos de a Ley de Justicia Administrativa de la Ciudad 

de México, que son del tenor siguiente: 

"Artículo 37. Son partes en el procedimiento: 

II.- El demandado, pudiendo tener este carácter: 

c) Las autoridades administrativas de la Ciudad de México, tanto 
ordenadoras como ejecutoras de las resoluciones o actos que se 
impugnen;" 

"Articulo 92. El juicio ante el Tribunal de Justicia Administrativa 
de la Ciudad de México es improcedente: 

(.. 
IX. Cuando de las constancias de autos apareciere 
fehacientemente que no existen las resoluciones o actos que se 
pretenden impugnar;' 

De los numerales transcritos, se advierte que serán partes en' 

el procedimiento, entre otros, el demandado, y que ese carácter lo 

tendrá, entre otras, las autoridades administrativas de la Ciudad de 

México, tanto ordenadoras como ejecutoras de las resoluciones o 

actos que se impugnen. 

Asimismo, se establece que el juicio ante el Tribunal de 

Justicia Administrativa de la Ciudad de México será improcedente, 

cuando de las constancias de autos apareciere fehacientemente 

que no existen las resoluciones o actos que se pretenden 

impugnar. 

Ahora bien, en el juicio de nulidad de que se trata, la parte 

actora impugná la resolución de doce de julio de dos mil diecinueve, 

emitida en el procedimiento administrativo de responsabilidad 

 a través de la cual se determinó sancionar a 

la actora, con una amonestación pública y el Director de Situación 

Patrimonial de la Dirección General de Responsabilidades 

Administrativas de la Secretaría de la Contraloria General de la 
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Ciudad de México, tiene par icipióh en la ejecución de las sanción 

administrativa de conformidad con el resolutivo octavo de la 

resolución impugnada, en viAucF de que dicha autoridad es la 

encargada del registro y p$licifación  de la sanción que le fue 

impuesta al accionante, porjó qüe si tiene el carácter de autoridad 

demandada en el presenteuicio, sin que sea obice a lo anterior, el 

hecho de que no se e#ib16  documental que con la que se 

acreditara su ejecución. 

Lo anterior es as partiendo de la premisa de que en el 

presente asunto se acttlizá en la especie la hipótesis normativa 

prevista en el articulo 3ZÇfraccion  II, inciso c), de la Ley de Justicia 

Administrativa de la Cidad de Mexico, puesto que, del estudio 

practicado a la resoluclon que por este medio se impugno, se 

observa que la enjuiciaØtiene  intervención en la ejecución de la 

sanción impuesta en la fÉSolución impugnada; en consecuencia, se 

adecuó a las hipótesis 0$  vista por dicho numeral. 

Resulta aplicableJo anterior, la jurisprudencia sustentada 

por la Sala Superior: Ø este Tribunal, misma que apareció 

publicada en la GacetáO ial del Distrito Federal, en fecha catorce 

de noviembre del dos mil dho, que a la literalidad dispone: 

"DIRECTOR DE STUACIÓN PATRIMONIAL DE LA 
CONTRALOPÍA GENERAL DEL DISTRITO FEDERAL, 
DEBE CÓÑSIDERÁRSELE COMO AUTORIDAD 
DEMANDAD$ EN LOS JUICIOS DE NULIDAD QUE SE 
INTERPONG4N EN CÓNTRA DE LAS RESOLUCIONES 
SANCIONATORIAS DISTADAS POR AUTORIDADES 
ADSCRITAS A DICHA tEPENDENCIA. El Director de 
Situación Ptrimoniai de I. Con traloría Genere! del Distrito 
Federal tier entre sus facuItdes reglamentarias, la referente 
a inscribir n el registro correspondiente la totalidad de las 
sanciones m puestas a los servidores públicos, por parte de 
las autoridades dependientes de la mencionada Contraloría 
con motivo de la sustanciación y resolución de procedimientos 
administrativos de responsabilidades. Ahora bien, el artículo 
33 fracción II inciso C) de la Ley del Tribunal de lo Contencioso 
Administrativo del Distrito Federal, dispone que serán parte en 
el juicio contencioso administrativo, tanto las autoridades 
ordenadoras, como las ejecutoras de aquellos actos o 
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resoluciones que sean controvertidas a través de dicha acción. 
Por tales motivos, si las sanciones derivadas de 
procedimientos administrativos disciplinarios tienen que ser 
inscritas en el registro ya mencionado, entonces, 
independientemente de que el Director de Situación 
Patrimonial no haya intervenido de manera directa en le 
emisión de la resolución correspondiente, debe considerársele 
como autoridad ejecutora en aquel/os casos en los que se 
impugnen actos de esa naturaleza, ya que de esta manera 
queda obligada a cumplir con lá sentencia definitiva que ponga 
fin al litigio." 

(Época: Tercera, Instancia: Sala Superior!  TCADF, Tesis: 
S.S./74) 

Toda vez que las demandadas no hicieron valer otra causal 

de improcedencia y este Pleno Jurisdiccional no advierte que se 

actualice alguna, lo procedente es entrar al estudio del fondo del 

asunto. 

NOVENO. FIJACIÓN DE LA LITIS. La litis en el presente 

juicio consiste en determinar sobre la legalidad o ilegalidad de la 

resolución de doce de julio de dos mil diecinueve, emitida en el 

procedimiento administrativo de responsabilidad 

, por el Titular del Órgano Interno de Control, 

actualmente de la Fiscalía General de Justicia de la Ciudad de 

México, a través de la cual se determinó sancionar a la actora, con 

una amonestación pública, lo que traerá como consecuencia, en el 

primer caso, que se reconozca su validez yen el segundo, que se 

declare la nulidad de la misma. 

DÉCIMO. ESTUDIO DE LOS ÇONCEPTOS DE NULIDAD 

DEL ESCRITO INICIAL DE DEMANDA. Previa valoración de las 

probanzas ofrecidas por las part4, en términos de o que 

establece el articulo 98, fraccióh 1, de Ley de Justicia 

Administrativa de la Ciudad de México, este Pleno Jurisdiccional 

procede al análisis de los conceptos/de nulidad, hechos valer por 

la parte actora en su escrito inicial de demanda, lo que se hace en 

los siguientes términos. 

Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX
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En el capítulo denomindó DERECHOS DEL SUSCRITO" 
Tribunal de Justicia 

Administrativa 
de la 

Ciudad de México 

del escrito inicial de demarifda, [a parte actora alega que la 

resolución impugnada es iLgal tda vez que no se encuentra 

debidamente fundada y m6tivada en virtud de que la autoridad 

demandada valoro las pr14eba5 conforme al Codigo Federal de 

Procedimientos Penale&J ordenamiento que se encuentra 

abrogado, por la entra a en vigor del Código Nacional de 

Procedimientos Penales»  el día veintinueve de febrero de dos mil 

dieciséis. 

Por su parte, la attoridS demanda no combatió de forma 

frontal tal argumento y 6lo se concretó a alegar que la resolución 

impugnada se encuentré debidamente fundada y motivada. 

Sentado Jo anterior, ejte Pleno Jurisdiccional, concluye que 

le asiste la razón legal ala; arte actora. 

Para corroborar o $terior, se estima necesario precisar que 

el acto impugnado en el $resente juicio lo constituye la resolución 

de doce de julio de dos mil diecinueve, emitida en el procedimiento 

administrativo de responsabilidad  por el 

Titular del Órgano Interbode Control, actualmente de la Fiscalia 

General de Justicia de ja Ciudad de México, a través de la cual se 

determinó sancionar a la actora, con una amonestación pública, 

quien en la época de ls hechos fungía como Agente del Ministerio 

Público. 

Una vez precisado lo anterior, es oportuno señalar que, el 

procedimiento admiriistrativo disáiplinario inicia con la notificación 

del citatorio a la audi ncia de ley, de conformidad con el artículo 64, 

fracción Ide la Ley Federal de Respónsabilidades de los Servidores 

Públicos, hecho que aconteció el tres de abril de dos mil 

diecinueve, como se advierte de la propia resolución impugnada, 

a foja ochenta y dos reverso del expediente del juicio de nulidad, 

Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX
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Ahora bien, con fecha cinco de marzo de dos mil catorce, se 

publicó en el Diario Oficial de la Federación el Código Nacional de 

Procedimientos Penales, mismo que de conformidad con su 

régimen transitorio, entró en vigor a nivel federal el seis de marzo 

de dos mil catorce. 

Asimismo, de conformidad con la Declaratoria por a que el 

Congreso de la Unión declara la entrada en vigor del Código 

Nacional de Procedimientos Penales, a partir del veintinueve de 

febrero de dos mil dieciséis, en los Estados de Aguascalientes, 

Colima, Estado de México, Hidalgo, Nuevo León, Quintana Roo y 

Tabasco, así como Distrito Federal, publicado en el Diario Oficial 

de la Federación el veinticinco de septiembre de dos mil quince, el 

Código Nacional de Procedimientos Penales, entró en vigor en el 

entonces Distrito Federal, el veintinueve de febrero de dos mil 

dieciséis: 

"DECLARA TORIA 
El Congreso de la Unión declara la entrada en vigor del 
Código Nacional de Procedimientos Penales, a partir del 29 
de febrero de 2016. en los Estados de Aguascalientes, 
Colima, Estado de México, Hidalgo, Morelos, Nuevo León, 
Quintana Roo y Tabasco, así como en el Distrito Federal. 

(. ..)" 

En este sentido, se corrobora la transgresión a la esfera 

jurídica de derechos del demandante, con la simple lectura del acto 

combatido, pues a o largo del mismo, se realiza la aplicación del 

Código Federal de Procedimientos Penales, es decir, se aplica un 

ordenamiento legal que fue abrogado, y por ende no puede ser 

aplicado de manera supletoria a ningún ordenamiento, como 

indebidamente lo hizo la autoridad demandada; es decir, la 

enjuiciada fundamentó su actuación en el Código Federal de 

Procedimientos Penales, el cual quedó abrogado de conformidad 

con lo dispuesto en el Código Nacional de Procedimientos Penales, 

atento con la Declaratoria antes referida. 
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Por lo tanto, el acto impughado en el presente juicio, no se 

encuentra debidamente ajustada derecho, lo cual vuinera la 

esfera jurídica del demandanté, al contravenir lo dispuesto por el 

articulo 16 de a Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos. 

Lo anterior es así, ya'que es de explorado derecho y de sobra 

conocido que la obligación de toda autoridad es, en el sentido de 

acatar el principio de legalidad consagrado por el articulo 16 

Constitucional, mismo que no se agota con la simple cita de los 

numerales que apoyan us actos, sino que además, tal garantía 

ihdividual se hace extenivaal cumplimiento de otro deber ser, que 

encuentra sustento enla imperiosa necesidad de que dichas 

autoridades motiven legplmente sus proveídos, haciendo ver que 

no son caprichosos ni artjHrarios; situación que en la especie no fue 

debidamente cumplida4n virtud de que omitieron expresar las 

responsables demandaas, con toda precisión en el texto mismo 

de los actos de aLíridad combatidos, cuáles fueron las 

circunstancias especes, razones particulares o causas 

inmediatas tomadas • n consideración al resolver en la forma 

precisada, en los mismo4 

Aunado a lo anteriop, todo acto de autoridad debe citar el o 

los preceptos legaleé vigentes que le sirvan de apoyo y expresar 

los razonamientos qcie lo ilévaron a la conclusión de que el asunto 

de que se trata, efectivamente encuadra en los presupuestos de las 

normas que invoca; 5.sin embargo, la autoridad responsable señaló 

como fundamento SL motivación tanto de la resolución impugnada 

como en el acuerdo de inicio de procedimiento administrativo 

disciplinario de veinticinco de marzo de dos mil diecinueve un 

ordenamiento legalabrogado, lo que demuestra fehacientemente 

su ilegalidad. 
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Máxime, que la naturaleza del procedimiento administrativo 

de responsabilidad, & que por ser parte del derecho administrativo 

sancionador y constituir una manifestación de la potestad 

sancionadora del Estado, le son aplicables los principios del 

derecho penal que este último ha désarrollado. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la  tesis: VI.lo.A.262 A, de la 

Novena Época, visible en a página 1441, Tomo XXVIII, del 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta Octubre de 2008 

reg1stro168557, cuya voz y texto son del tenor siguiente: 

"RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS. EL PRINCIPIO DE CONGRUENCIA 
EN EL DICTADO DE LA RESOLUCIÓN RESPECTIVA RIGE 
CON EL MISMO ALCANCE QUE EN EL DERECHO PENAL.- La 
tesis Vll/200& sustentada ¡3or la Segunda Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación, de rubro: "RESPONSABILIDADES 
ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. EL 
ARTÍCULO 21, FRACCIÓN L  DE LA LEY FEDERAL RELATIVA  
NO VIOLA LA GARANTÍA DE AUDIENCIA" establece, en la parte 
conducente, que la naturaleza del procedimiento administrativo de 
responsabilidad, al que por ser parte del derecho administrativo 
sancionador y constituir una manifestación de la potestad 
sancionadora del Estado, le son aplicables los principios del 
derecho penal que este último ha desarrollado. Uno de esos 
principios es el de congruencia, que en materia de responsabilidad 
administrativa de los servidores públicos obliga a la autoridad 
responsable, al momento en que emite la resolución respectiva, a 
efectuar las consideraciones pertinentes que funden su actuar en 
forma armónica, es decir, congruente, de acuerdo con los hechos 
constitutivos de la infracción administrativa que haya tenido por 
probados, en relación con la sanción administrativa precisa a la 
que el servidor público se haya hecho merecedor, en estricto 
apego a los principios que rigen el derecho administrativo 
sancionador, referentes a la gravedad de la conducta y de la 
correspondiente sanción aplicable, pues cualquier desviación al 
respecto no puede estimarse un simple error intrascendente, como 
cuando la fracción del precepto legal invocado no guarda 
congruencia con la sanción impuesta, sino que ello tiene una 
relevancia innegable, ya que trasciende a la correcta 
fundamentación y motivación para imponer, según corresponda, 
la sanción a un servidor público, en virtud de que la aplicación de 
la ley en tratándose del derecho administrativo sancionador debe 
ser exacta y no imprecisa, con el mismo alcance que tiene en el 
derecho penal, de acuerdo con la responsabilidad por 
incumplimiento de obligaciones en la que haya incurrido el 
funcionario público de que se trate, en relación con la exacta 
sanción que le resulte aplicable, en estricto respeto al principio de 
congruencia que rige en esta materia." 
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Asimismo, la jurisprudencia: l.7o.A. J/12, Novena Época, 

visible en la página 1701, Tomo ?(llI, del Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta Febreró de 2001, registro 190265, cuya 

voz y texto son del tenor siguiente: 

"RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS. SON APLICABLES SUPLETORIAMENTE LAS 
DISPOSICIONES DEL1  CÓDIGO FEDERAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES.- De acuerdo con el artículo 45 de 
la Lev Federal de Res ponsábilidades de los Servidores Públicos 
la ley supletoria aplicable, cuando ésta no prevea algunas 
cuestiones sobre el proceJimiento as! como en la apreciación de 
las pruebas, lo es el Códi'o Federal de Procedimientos Penales; 
esto es, cuando se dirirñan cualesquiera de los procedimientos 
establecidos en la citada léy, incluso el relativo a cuestiones sobre 
responsabilidad administrativa de funcionarios públicos, pues no 
existe ninguna otra disposición que autor/ce emplear otro 
ordenamiento en supletóriedad; siendo irrelevante, que dicho 
precepto esté contenidó en el capitulo IV del título segundo, 
relativo a las disposiciones comunes para los capítulos II y fil de 
ese mismo titulo, que se refieren al procedimiento en el juicio 
político." 

En virtud de lo expuesto, con apoyo en lo previsto en los 

artículos 1001  fracciones ll,::ylV, 102, fracciones II y III, ambos de 

la Ley de Justicia Administrátiva de la Ciudad de México, se declara 

la NULIDAD LISA Y LLAÑA de la resolución de doce de julio de 

dos mil diecinueve, emitidien el procedimiento administrativo de 

responsabilidad , únicamente por lo que hace 

a , quedando obligado el Titular del 

Órgano Interno de Control dé la Fiscalía General de Justicia de la 

Ciudad de México, a restituir:  a la actora en el pleno goce de los 

derechos que indebidamente se le afectaron, es decir, a dejar sin 

efectos la resolución impugnada, con todas sus consecuencias 

legales y a cancelar dicha sanción en los registros 

correspondientes, para 'lo que se le concede un plazo de DIEZ 

DÍAS HÁBILES contados a partir de que quede firme este fallo. 

Por lo expuesto y con fundamento en lo dispuesto en los 

artículos 1, 3, 5 fracción 1, 6, 9, 12, 15, fracción VIl, y  16 de la Ley 

Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa de la Ciudad de 

Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX
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México y en los artículos 116, 117 y  118 de la Ley de Justicia 

Administrativa de la Ciudad de México, se 

RESUELVE: 

PRIMERO. Resultó FUNDADO el único agravio hecho valer 

en el recurso de apelación RAJ. 3480512020, y suficiente para 

revocar el fallo apelado de conformidad con los motivos y 

fundamentos precisados en el considerando sexto de este fallo. 

SEGUNDO. Se REVOCA la sentencia apelada de Catorce de 

febrero de dos mil veinte, pronunciada por la Tercera Sala Ordinaria 

de este Tribunal, en el juicio número TJ/lll-70507/2019, de 

conformidad con el sexto considerahdo de la presente sentencia. 

TERCERO. No se sobresee en el presente juicio de 

conformidad con los motivos y fyndamentos precisados en el 

considerando octavo de este fallo. 

CUARTO. Se declara la NULIDAD LISA Y LLANA de la 

resolución impugnada únicamente po lo que hace a  

, de conformidad con los motivos fundamentos y 

efectos precisados en el último considerando de este fallo. 

QUINTO. Se les hace saber a las partes que en contra del 

presente fallo podrán interponer los medios de defensa previstos 

en la Ley de Amparo. 

SEXTO. A efecto de garantizar debidamente el derecho 

humano de acceso a la justicia, en caso de duda, las partes pueden 

acudir ante la Magistrada Ponente, para que se le explique el 

contenido y los alcances de la presente sentencia. 

Dato Personal Art. 186 LTAIPRCCDMX
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SÉPTIMO. NOTIFiQUESE PERSONALMENTE a las partes 

y por oficio acompañado de copia autorizada del presente fallo, 

devuélvase a la Sala de origen el expediente del juicio TJ/lll-

7050712019, y en su oportunidad, archivense los autos del recurso 

de apelación RAJ. 34805/2020, como asunto total y definitivamente 

concluido. 

ASÍ POR MAYORÍA DE SEIS VOTOS Y CUATRO EN ABSTENCIÓN, LO RESOLVIÓ EL PLENO 
JURISDICCIONAL DEL TRIBUNAL DE JUSCIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE NIEXICO, EN 
SESIÓN CELEBRADA EL DIA VEINTÍIETE D OCTUBRE DE DOS MIL VEINTIUNO, 
INTEGRADO POR LOS CC. MAGISTRADOS, DOCTOR JESÚS ANLEN ALEMAN PRESIDENTE DE ESTE 
TRIBUNAL, LICENCIADO JOSÉ RAÚL ARMIDA REYES, LICENCIADA LAURA EMILIA ACEVES, 
GUTIÉRREZ, LICENCIADA MARIA MART4 ARTEAGAMANRIQUE, QUIEN VOTO EN ABSTENCION, 
MAESTRO JOSÉ ARTURO DE LA ROSA-EÑA, DOCTORA ESTELA FUENTES JIMENEZ, LICENCIADO 
IRVING ESPINOSA BETANZO, QUIENVOTO EN ABSTENCIÓN, LICENCIADA REBECA GOMEZ 
MARTÍNEZ, QUIEN VOTO EN ABSI tNCIÓN, DbCTORA MARIANA NIORANCHEL POCATERRA, Y 
LA DOCTORA XÓCHITL ALMENDRA flERNÁNDEZ TORRES, QUIEN VOTO EN ABSTENCIÓN Y 
EMITE VOTO PARTICULAR QUE SÉAGREGA AL PRESENTE PROYECTO.  

FUE PONENTE EN ESTE RECURSOS DE APELÁCIÓN LA C. MAGISTRADA DOCTORA XÓCHITL 
ALMENDRA HERNANDEZ TORRES.  

LO ANTERIOR, CON FUNDAMENTOE.N LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 1, 9, 15 FRACCiÓN 
VII, 16 Y DEMAS RELATIVOS DE LAIEY ORGÁNICA DEL TRIBUNAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA 
DE LA CIUDAD DE FIEXICO, ASÍ CMO EL ARTÍCULO 15 FRACCIONES 1 Y X DEL REGLAMENTO 
INTERIOR DEL TRIBUNAL DE JUaIA ADMINISTRATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO, 116 Y 117 
DE LA LEY DE JUSTICIA ADMINISATIVA DE LA CIUDAD DE MÉXICO VIGENTE A PARTIR DEL 
PRIMERO DE SEPTIEMBRE DE DOS IL DIECISIETE.  

POR ACUERDO TOMADO POR LOS GISTRADOS INTEGRANtES DEL PLENO JURISDICCIONAL EN 
SESION CELEBRADA EL DÍA DOS E DICIEMBRE DE DOS MIL VEINTE, FIRMAN LA PRESENTE 
RESOLUCION EL MAGISTRADO DOIDR JESÚS ANLÉN ALEMÁN, PRESIDENTE DE ESTE ÓRGANO 
JURISDICCIONAL, DE LA SALA SUP:ERIOR Y DE LA JUNTA DE GOBIERNO Y ADMINISTRACIÓN, 
ANTE LA C. SECRETARIA GENERAL ACUERDOS 1", QUIEN DA FE 

PRESIDENTE 

ANLÉN ALEMÁN. 

SECRETARIA GENERAL DE ACUERDOS I. 
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VOTO PARTICULAR QÜE FORMULA LA 
MAGISTRADA XÓCHITL ALMENDRA HERNÁNDEZ 

TORRES EN EL'RAJ;34805/2020 

Respetuosamente, disiento del criterio de la mayoría en el 

sentido que resulta aplicable supletoriamente el Código Nacional 

de Procedimientos Penales y no el abrogado Código Federal de 

Procedimientos Penales, asumido en la presente sentencia. Las 

razones de mi disenso son las siguientes: 

En principio debe traérse a contexto que el Código Nacional 

de Procedimientos Penajes, ftie expedido mediante decreto 

publicado en el Diario Oficial de lá Federación el cinco de marzo de 

dos mii catorce, el cual entraría en vigor de acuerdo con lo 

dispuesto en su articulo segundó transitorio, el cual señala: 

"ARTÍCULO SEGUNCO. Vigencia 
Este Código entrará ei vigor a nivel federal gradualmente en 
los términos previstos en la. Declaratoria que al efecto emita el 
Congreso de la Unióh previa solicitud conjunta del Poder 
Judicial de la FederaciÓn»la Secretaría de Gobernación y de 
la Procuraduría General2 de la República, sin que pueda 
exceder del 18 dejunioco 2016. 
En el caso de las Entidáç4es federativas y del Distrito Federal, 
el presente Código enfrØrá en vigor en cada una de ellas en 
los términos que esta4ezca la Declaratoria que al efecto 
emita e/órgano legislati Vc correspondiente, previa solicitud de 
la autoridad encargadatde  la implementación del Sistema de 
Justicia Penal Acusatoriden cada una de ellas. 
En todos los casos, éntre la Declaratoria a que se hace 
referencia en los párra;fos anteriores y la entrada en vigor del 
presente Código debeián rhediar sesenta días naturales." 

La norma de tránsitdteproducida prevé dos tipos de vigencia, 

una federal y otra local, mbas sujetas a las declaratorias que 

realizarían los órganos legislativos competentes es decir, el 

inicio de vigencia del Cdigo Naciorial invocado a nivel federal, no 

es la misma que la vigencia local para la Ciudad de México, ya que 

la primera se sujeté a1a declaratoria d$I  Congreso de la Unión y la 

segunda dependía de la Asamblea Legislativa. 
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Al efecto conviene precisar el contenido del "Decreto por ol 

que se declara la incorporación del sistema procesal penal 

acusatorio y del Código Nacional de Procedimientos Pena/es al 

orden jurídico del Distrito Federal' publicado, en la Gaceta Oficial 

de esta entidad el veinte de agosto de dos mil catorce, que 

establece: 

"DECRETO POR EL QUE SE DECLARA LA 
INCORPORACIÓN DEL SISTEMA PROCESAL PENAL 
ACUSATORIO Y DEL CÓDIGO NACIONAL DE 
PROCEDIMIENTOS PENALES AL ORDEN JURÍDICO DEL 
DISTRITO FEDERAL 

RESOLUTIVOS: 
DECLARA TORIA 

PRIMERA.- La Asamblea Legislativa del Distrito Federal, VI 
Legislatura, aprueba el presente Decieto por el que se 
establece la incorporación del Sistema Procesal Penal 
Acusatorio al orden jurídico del Distrito Federal. 

En consecuencia, las garantías consagradas en la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 
contenidas en los artículos 16, párrafos segundo y 
decimoquinto; 17 párrafos tercero cuarto y sexto; 191 20y 21 
párrafo séptimo, adquieren vigencia en los plazos 
establecidos en la declaratoria segunda del presente decreto. 

SEGUNDA.- En atención a lo dispuesto en los Artículos 
Segundo y Tercero Transitorios del Decréto que reforma y 
adiciona diversas disposiciones de la Constitución Política de 
los Estados Unidos Mexicanos, en materia de Seguridad 
Pública y Justicia Penal, publicado en el Diario Oficial de la 
Federación el día 18 de junio de 2008. 

Así como, con fundamento en los Artículos Primero y 
Segundo Transitorios del Código Nacional de Procedimientos 
Pena/es, se declara que el Distrito Federal incorpora a su 
régimen jurídico penal el Código Nacional de Procedimientos 
Penales, instrumento jurídico que regulará la forma y términos 
en que se substanciarán los procedimientos penales, en los 
hechos que ocurran a partir de: 
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1. Las cero horas del día dieciséis de enero de 2015 para los 
de titos culposos y aquellos que: se persiguen por querella o 
acto equivalente de parte ofeidida, así como los actos de 
investigación que requieran aütorización previa del Juez de 
Control, inherentes a estos cWiitos. 

2. Las cero horas del día diekiséi de junio de 2016 para todos 
los demás delitos que soçi competencia de los Jueces del 
Distrito Federal, así cornb la aplicación de los actos de 
investigación que requierah autorización previa del Juez. 

En ese sentido, los pro cedimientos penales iniciados con 
anterioridad a la entradé en vigor del Código Naciona! de 
Procedimientos Penales se substanciarán de acuerdo al 
Código de Procedimienfbs Penales para el Distrito Federal 
püblicado en el Diario qTicial  qe la Federación el veintinueve 
de agosto de 1931, si sú coméieron al momento de inicio de 
los mismos, como lo establece el Artículo Transitorio Tercero 
de dicho ordenamiento. 

No procederá la acumulación de procesos por hechos que la 
ley señale como delit& cuando el procedimiento ya esté 
iniciado ose esté tramitndo un juicio conforme al Código de 
Procedimientos Penaíesparé el Distrito Federal publicado en 
el Diario Oficial de la Féieración el veintinueve de agosto de 
1931, y con posterioridad se denuncien hechos que deban ser 
investigados bajo la Vigencia del Código Nacional de 
Procedimientos Penale& atendiendo a lo expuesto en el 
Articulo Sexto Transito/-lo del Código Nacional de 
Procedimientos Penales. 

TRANSITORIOS 

ARTÍCULO PRIMERO.- Áemitase al Jefe de Gobierno del 
Distrito Federal para su jublicación en la Gaceta Oficial del 
Distrito Federal. 

ARTÍCULO SEGUNDO.- La presente DECLARATORIA, 
entrará en vigor el día de su publicación en la Gaceta Oficial 
del Distrito Federal. 

ARTÍCULO TERCERÓ.- Hastá antes de que concluya la 
implementación del Sistema Procesal Penal Acusatorio en 
todo el Distrito Federal, las lñstituciones encargadas del 
mismo, deberán proponer al Órgano Legislativo las 
modificaciones y retdrmas a los ordenamientos secundarios y 
administrativos de acuerdo a su cómpetencia, así como las 
adaptaciones de infraestructura y equipamiento necesario 
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para la correcta operación del nuevo Sistema Procesal Penal 
Acusatorio en el Distrito FederaL 

ARTÍCULO CUARTO.- La Secretaría de Finanzas del Distrito 
Federal deberá contemplar en el Presupuesto de Egresos del 
ejercicio fiscal 2015 ysubsecuentes, con base en los recursos 
solicitados por los operadores del Sistema, las previsiones de 
gasto y partidas presupuestales respectivas para la ejecución 
de los programas y acciones dirigidas a implementary operar 
el nuevo Sistema Procesal Penal Acusatorio en la Ciudad de 
México." 

Del Decreto transcrito se advierte que se dispuso 

expresamente la hora y fecha en que se incorporaría al Régimen 

Jurídico del Distrito Federal, ahora Ciudad de México, el Código 

Nacional de Procedimientos Penales, respecto de los delitos 

culposos y aquellos que se persiguen por querella o acto 

equivalente de parte ofendida, así como los actos de investigación 

que requieran autorización previa del Juez de Control, inherentes a 

estos delitos y los demás delitos que son competencia de los 

Jueces del Distrito Federal, asi como la aplicación de los actos de 

investigación que requieran autorizadión previa del Juez, supuestos 

que no se actualizan respecto del asunto que nos ocupa al tratarse 

de un procedimiento disciplinario de cárácter administrativo. 

Ahora bien, el artículo tercero transitorio del referido decreto 

por el cual se expidió el Código Nacional de Procedimientos 

Penales, dispuso expresamente lo siguieñte: 

"ARTÍCULO TERCERO. Abrogación 

El Código Federal de Procedimientos Penales publicado 
en el Diario Oficial de la Federación el 3Ode agosto de 1934, 
y los de las respectivas entidades federétivas vigentes a la 
entrada en vigor del presente Decreto, pára efectos de su 
aplicación en los procedimientos penales iniciados por 
hechos que ocurran a partir de la entrada en iügor del presente 
Código, quedarán abrogados, sin embargo respecto a los 
procedimientos penales que a la entrada en vigor del presente 
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ordenamiento se encuentren en: trámite, continuarán su 
sustanciación de conformidad con la legislación aplicable 
en el momento del inicio de los mismos. 

Toda mención en otras leyes u ordenamientos al Código 
Federal de Procedimientos Penales o a los códigos de 
procedimientos pena/es de las entidades federativas que por 
virtud del presente Decretó se abrogan, se entenderá 
referida al presente Código." 

EJe la norma transcrita se advierte, en lo que interesa, que a 

la entrada en vigor del mencionado código nacional, el Código 

Federal de Procedimientos Penales quedaría abrogado y 

únicamente para los procedimientos penales  que aún se 

ehcontraran en trámite, es decir, para aquéllos procedimientos 

penales que se hayan tram[tadocon anterioridad al inicio de la 

mencionada vigencia, el cádiáo federal adjetivo continuaría 

aplicándose. 

Se dispuso también, que; toda mención en otras leyes u 

ordenamientos al Código Federal de Procedimientos Penales se 

debía entender referida al Co"•digo Nacional de Procedimientos 

Penales. 

De lo precisado, cad.é significar que la declaratoria 

pronunciada por el órgano legislativo de esta capital no fue emitida 

con efectos generales, siño que acotó tajantemente la 

aplicación del código naóiónal invocado a determinados 

delitos y actos de investigación, por lo que es evidente que la 

intención del legislador loca! no era la de incorporar de manera 

cornpleta al régimen jurídico de la actual Ciudad de México lo 

dispuesto por dicha codifidación y menos que su aplicación 

pudiera darse en los procédimientos de responsabilidad de los 

servidores públicos de esta entidad, sino como se estableció, 

únicamente para los procedimientos penales. 
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Lo anterior se robustece si se tomá en cuenta que, en los 

procedimientos de responsabihdad administrativa de los servidores 

públicos, lo que se sanciona es la conducta irregular de un 

funcionario por el incumplimiento de sus obligaciones en la 

prestación del servicio público, pero eso de ninguna manera castiga 

los delitos culposos y de los que se persiguen por querella, debido 

a que los mismos son propios de los procedimientos penales. 

En esa tesitura, de conformidad con las normas de tránsito 

reproducidas, en relación con lo previsto en el artículo 45 de Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, se 

advierte claramente que a los procedimientos disciplinarios 

administrativos seguidos en términos de dicha ley, les será 

aplicable, supletoriamente, el Código Federal de Procedimientos 

Penales y no el Código Nacional de Procedimientos Penales. 

En efecto, se considera que la circunstancia de la abrogación 

del Código Federal de Procedimiento Penales, no justifica que se 

deje de atender al marco regulatorio sUpletorio que rige la ley de la 

materia, que en el caso es la Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos cuando se trata de procedimientos 

administrativos, y cuyo artículo 45 remite expresamente al Código 

Federal de Procedimientos Penales para efectos supletorios. 

De ahi que con independencia de que el Código Federal de 

Procedimientos Penales haya sido abrogado, no es óbice para 

que se siga aplicando en los casos concretos en los que su 

supletoriedad haya estado vigente. 
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Asimismo, tampoco es obstáculo a lo anterior, que en el 

articulo tercero transitorio de abrogación del Código Nacional de 

Procedimientos Penales, se haya establecido que dicho código 

será aplicable a los procedimientos pénales que se inicien a partir 

de su entrada en vigor, en virtud de que no debe perderse de vista, 

como quedó precisado en líneas prebedentes, que en el caso 

concreto no estamos ante un procedimiento penal, sino ante un 

procedimiento administrativo sequio en forma de iuicio cuya 

regulación se encuentra en la Les' Federal de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos, y úhicamente para lo no previsto en 

ésta, en lo relativo a las cuestioris del procedimiento, así como en 

Ja apreciación de pruebas, es ajlicable supletoriamente el Código 

Federal de Procedimientos Penáles. 

Lo anterior es acorde a la, garantía de seguridad jurídica, 

atendiendo a que desde que lajútoridad administrativa da inicio a 

una investigación en materia: de responsabilidad de servidor 

público, las acciones desplegads por la autoridad se llevan a cabo 

al tenor del marco jurídico aØlicable, lo que otorga seguridad 

jurídica al gobernado, en la ¿'erteza de saber a qué atenerse 

jurídicamente e incluso para terr una adecuada defensa, con base 

en el marco legal aplicable al.procedimiento  administrativo de 

responsabilidades, que en el baso, se reitera, es la Ley Federal de 

Responsabilidades de los: SeÑidores Públicos y de forma 

supletoria el Código Federal,  de Procedimientos Penales. 

Sirve de apoyo a lo sustentadq en el presente voto particular, 

lo resuelto por el Decimonoveno tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Primer Circuito, médiante sentencia de once de 

octubre de dos mil dieciocho, dictada en la revisión contenciosa 

administrativa R.C.A. 7712018, en la tue en un caso análogo, 
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determinó que en tratándose de los procedimientos de 

responsabilidad de los servidores públicos de la Ciudad de México, 

tramitados en términos de a Ley Federal de Responsabilidades de 

los Servidores Públicos, prevalece lo dispuesto en el articulo 45, 

que remite expresamente al Código Federal de Procedimientos 

Penales y que debe entenderse vigente para suplir los aspectos 

procesales y valoración de pruebas en los procedimientos de 

responsabilidad administrativa seguidos a servidores públicos de la 

Ciudad de México, en tanto no fue abrogado para aplicarse en la 

materia de responsabilidad; y para no generar inseguridad juridica 

al actor, ya que de esa forma se le otorga certeza al tener 

conocimiento de las normas establecidas expresamente por el 

legislador ordinario para. la  substanciación y resolución del 

procedimiento, sin tener que investigar sobre la normativa aplicable 

a los procedimientos penales, ni interpretar o entender de otra 

forma lo que el legislador dispuso de manera expresa. 

Por las razones anteriores, es que me aparto de lo resuelto 

por el Pleno de este órgano jurisdiccional, en el sentido de que en 

el caso concreto resulta aplicable el Código Nacional de 

Procedimientos Penales y no el Código Federal de Procedimientos 

Penales. 

DOCTORA XÓCHITL ALMENDRA HERNÁNDEZ TORRES 
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